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La d euda in tern a  y extern a  de C hile, 
1820-1880: a ctitu d es y d ec is io n es en  las  
p o lítica s  econ óm icas del sig lo  XIX
1. In tro d u c c ió n
La deuda pública de Chile (y de América Latina) es otro aspecto 
de los costos a largo plazo sufragados por estas economías a 
cambio de períodos de un limitado crecimiento económico. Al 
menos, ta l fue el caso de Chile, especialmente durante  los pri­
meros decenios de la segunda m itad del siglo XIX.
En general, la economía chilena del diecinueve ha sido obser­
vada tradicionalm ente a través de dos períodos bien delim ita­
dos en el paso del medio siglo. H asta  los años 1850, ella habría 
estado caracterizada por una política oficial neom ercantilista y 
proteccionista, cuyos objetivos habrían sido el estímulo y fo­
mento de actividades económicas nacionales, tanto  en lo con­
cerniente al comercio, la industria y la producción de m aterias 
prim as, como en lo referente al transporte marítimo. A partir  de 
1860, el ascenso al poder de los gobiernos liberales habría  signi­
ficado, igualm ente, la im plantación de una política económica 
liberal representada, entre otros aspectos, por la expansión de 
la banca, las medidas m onetarias (emisión de papel moneda), 
el predominio de las actividades financieras (sociedades anóni­
mas) y la legislación aduanera de los años 1864 y 1872.
Sin embargo, recientes trabajos sobre varios de estos aspec­
tos han demostrado que, más que etapas diferentes y opuestas,
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las diversas políticas económicas oficiales y las tendencias de la 
economía chilena obedecerían más a un ajuste a las realidades 
del momento y a una visión pragm ática que a la aplicación or­
todoxa de alguna de las doctrinas económicas im perantes en la 
época.1 Por o tra parte, a través de nuestras propias investiga­
ciones, hemos observado que, por sobre las diferencias que se 
pueden establecer en el tiempo, en el período 1820-1880 la eco­
nomía del país, especialmente por su tipo de inserción en el 
mercado nor-atlántico, dominado por Inglaterra, m uestra  una 
caracterización general de evolución y crecimiento acumulativo, 
cuyas debilidades se exteriorizan in tensa y bruscam ente con la 
crisis "mundial" de 1873-1876 (Cavieres 1988).
Así, por ejemplo, en térm inos de la política oficial, si bien es 
cierto que la legislación económica, particularm ente la respecti­
va a los aranceles aduaneros, tra tó  de privilegiar condiciones 
que favorecieran el desarrollo del comercio, la producción y la 
m arina m ercante nacional, sea por inaplicabilidad de algunas 
medidas, o por la ausencia de inversiones domésticas, debió rá ­
pidam ente ir armonizando los intereses del Estado con las reali­
dades existentes y ello se manifestó en algunas tem pranas me­
didas liberales (el establecimiento de almacenes fiscales en Val­
paraíso en 1831, abiertos a los comerciantes de todas las nacio­
nalidades) o en la progresiva disminución, desde 1834, de los 
impuestos de internación de m ercaderías. Ya en 1855, a propó­
sito de la discusión de nuevas reformas a la ley aduanera de 
1851, el economista liberal francés Jean  Gustave Courcelle- 
Seneuil, consejero oficial del gobierno, estim aba que la legisla­
ción chilena en esas m aterias era más liberal que la combi­
nación de los sistem as prevalecientes en Francia, Ing laterra  y 
en los Estados Unidos. Lo que in teresaba fundam entalm ente a 
los gobernantes, conservadores o liberales, era proveer con sufi­
cientes fondos las arcas fiscales y, por ello, así como Rodríguez 
Aldea, m inistro de Hacienda en 1822, podía señalar que se era
1 Sobre el tem a, y desde diferentes perspectivas, varios estudios h an  tratado  de precisar 
m ás profundam ente el carácter de la política económica de la época. E n tre  ellos, me­
recen destacarse los trabajos de Will (1960), Rector (Ms. 1976) y el m ás reciente de 
Villalobos y Sagredo (1987).
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liberal en todo aquello que no causara la ruina, Zorobabel Ro­
dríguez, el llamado sumo sacerdote del libre comercio en la se­
gunda m itad del siglo XIX, aceptaba una legislación proteccio­
nista, siem pre que las industrias que se establecieran probaran 
la factibilidad del éxito (citados por Will 1960: 211 y Sater 
1976: 132). Como resultado de tales predicamentos e indepen­
dientem ente de las continuas reformas a la legislación res­
pectiva, cerca del 65 % -en promedio- de las en tradas fiscales 
ordinarias, a lo menos h asta  los años 1860, se originaron en la 
percepción de impuestos aduaneros.
En relación con esta  tónica, la economía chilena se abrió rá ­
pidam ente hacia el sector importador-exportador, quedando li­
gada muy estrecham ente a la economía inglesa a través de co­
m erciantes e inversionistas de esa nacionalidad que actuaron 
individualm ente, o m ediante casas de comisión. Además, con la 
formación de compañías colectivas pudieron comprometer di­
rectam ente, en algunos casos, a im portantes hombres de nego­
cios locales. A diferencia de lo que algunos estudios han  enfati­
zado (por ejemplo, P la tt 1972), la presencia inglesa en la econo­
m ía chilena y la ligazón de ésta con Inglaterra era ya realidad 
en la década de 1820 y hacia 1850 estaba com pletamente soli­
dificada y creciendo cuantita tiva y cualitativam ente. Desde el 
punto de v ista chileno, la base de estas relaciones se constituyó 
a través de la producción m inera, particularm ente de cobre, la 
que concentró los mayores intereses y definió un verdadero ciclo 
económico, cuya fase term inal coincidió con los efectos de la 
crisis de 1873-1876.
Como producto de lo anterior, a partir de 1840, Chile co­
menzó a experim entar un fuerte proceso de modernización. El 
dinamismo observado h asta  entonces por el sector m ercantil 
cedió paso a la formación de un im portante núcleo financiero 
centrado en Valparaíso. Las necesidades im puestas por el 
desarrollo del comercio de importación y el aum ento de las ex­
portaciones se tradujeron en la reorganización del sistem a mo­
netario y en la creación de nuevas instituciones e instrum entos 
de cambio. Las leyes de Sociedades Anónimas (1854) y de Ban-
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eos (1860) vinieron a consolidar una situación que de hecho ya 
existía, y perm itieron un nuevo impulso al crecimiento econó­
mico que alcanzaría niveles espectaculares en la década de 
1860. La fisonomía de algunos centros urbanos, caso típico el 
de Valparaíso, cambió radicalm ente y la acción del Estado en 
obras de in fraestructu ra vial y portuaria se hizo ostensible.
Reviste mayor dificultad caracterizar la evolución sufrida por 
los diferentes grupos sociales participantes. De la ya tradicio­
nal interpretación trip a rtita  centrada en la existencia de mine­
ros, agricultores y comerciantes, con intereses diversos (Véliz 
1969), h as ta  un reciente ensayo que in ten ta  explicar los oríge­
nes y desarrollo de la burguesía local (Villalobos 1987), varias 
investigaciones han  tratado  de aportar nuevas luces a la  in trin ­
cada y compleja m adeja de relaciones sociales surgidas al in te­
rior de los sectores más influyentes del Chile decimonónico. En 
general, puede señalarse que, a propósito de la inserción expor­
tadora chilena en la economía inglesa, la progresiva presencia 
de británicos en los sectores más dinámicos de la economía lo­
cal y el continuo proceso de adopción de relaciones capitalistas, 
la reestructuración de las vinculaciones entre los cuadros del 
poder en Chile pasó por cambios de actitud y la plasmación de 
una m entalidad más abierta a todo tipo de especulaciones; si­
tuación contraria a la sujeción a una sola actividad tradicional.
Por o tra parte, un número im portante de los miembros de la 
prim era generación de comerciantes extranjeros que llegaron a 
radicarse en Valparaíso y en el resto del país a comienzos de 
los años 1820, contrajo matrimonio con dam as de alta  sociedad 
local, dando origen a una generación, especialmente anglo-chi- 
lena, que a mediados de siglo estaba presente no sólo en la mi­
nería y en el comercio, sino que adem ás extendía sus operacio­
nes hacia la  agricultura y las finanzas. Como grupo, burgués o 
en proceso de aburguesam iento, vino a "ocupar posiciones de im ­
portancia social y política que habían estado anteriorm ente re­
servadas a los te rra ten ien tes que podían rem ontar su linaje has­
ta  los tiempos coloniales" (Pike 1963: 15). Tal grupo no orientó 
sus mayores esfuerzos a la lucha política ni menos tra tó  de
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desarrollar fuertes intereses que se opusieran directam ente a 
otros sectores pudientes que, igualmente, buscaban su in tegra­
ción a través de la ampliación de sus negocios, o de vinculacio­
nes m atrim oniales (Balmori y Oppenheimer 1979).
En lo concreto, la conjunción de intereses chilenos y ex tran­
jeros y de chilenos procedentes de distintos ámbitos y activi­
dades económicas se produjo a través de un verdadero circuito 
monetario interno que comenzó en la m inería, con las prim eras 
inversiones de los años 1820, siguió con la reinversión de las 
utilidades en actividades mercantiles y financieras y culminó 
hacia mediados de la centuria con los inicios de la gran expan­
sión productiva, de sentido ya fuertem ente capitalista. Parte de 
los excedentes producidos se volcaron tam bién hacia la propie­
dad y, en menor grado, hacia el impulso de una industria  agrí­
cola. En la medida que ta l circuito minero-financiero fue desa­
rrollándose y expandiéndose, comprometió cada vez con mayor 
fuerza a un grupo más amplio de la clase dirigente.
En este contexto quedan, sin embargo, muchas respuestas 
pendientes y una de ellas nos in teresa en especial: las relacio­
nes del poder político con los componentes del sector social y 
económico más influyente. ¿Existió una unidad completa entre 
la élite política y aquélla de carácter económico? A lo menos 
hasta  1860, el comportamiento del Estado y de la aristocracia 
local, ¿logró diferenciarse adecuadamente?, ¿obedeció real­
mente al ideal portaliano de la im personalidad y al de la su­
peditación de los intereses privados a los del bien público? En 
muchos aspectos efectivamente el grupo gobernante se mostró 
cauteloso y próbido; escándalos financieros de la m agnitud de 
aquellos que se registraron en naciones centro-am ericanas o en 
Paraguay o Perú, en Chile fueron desconocidos. En todo caso, el 
tem a merece un análisis más profundo y en detalle que escapa 
a los lím ites impuestos a este trabajo, aunque debe ser consi­
derado en las explicaciones del financiamiento del presupuesto 
y de las necesidades nacionales.
Resultado del conjunto de las situaciones antes descritas, en 
los años 1840 Chile, y algunos sectores sociales del país, comen­
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zaban ya a experim entar los primeros beneficios de la prosperi­
dad y del b ienestar económico. Más que la m aterialidad de esos 
beneficios, es im portante considerar la actitud y el espíritu  con 
que los grupos dirigentes m iraban su tiempo e im provisaban 
sobre el porvenir. Aun cuando el nítido desenvolvimiento de la 
agricultura y m inería estuviera conectado a la expansión de la 
industria  y de la población de los países de la economía central, 
y que adem ás el cambio cualitativo y cuantitativo observado en 
las m anufacturas y artesanías obedeciera a un perfecciona­
miento de esas actividades y no a un fenómeno to talm ente ori­
ginal, el impacto del desenvolvimiento de la economía no deja­
ba de revelar sus verdaderas raíces.2
El testimonio contemporáneo de Diego José Benavente, 
hombre público de aquilatada experiencia y de sólida rep u ta ­
ción, ejemplifica claram ente ta l situación. En 1841 expresaba 
que a propósito de la expansión de las actividades comerciales 
y productivas y del aum ento de las ren tas fiscales por concepto 
de impuestos aduaneros, el país vivía efectivamente un progre­
so desconocido hasta  entonces. Sin embargo, reflexionando más 
profundam ente, agregaba:
Este rápido y casi asombroso adelantam iento ha deslum brado a 
nuestros hombres públicos, y los ha incitado a una profusión pro­
porcional. Los ciudadanos reposan en una ciega confianza, espe­
rando unos la minoración de los gravámenes, otros grandes obras 
de protección a la agricultura y a la industria, y no pocos sueldos 
y pensiones de un erario tan  rico. Nadie se im agina que tan ta  
prosperidad puede desvanecerse; nadie investiga las causas del 
progreso, ni los lím ites que la naturaleza de las cosas pueda h a ­
berlas fijado (Benavente 1841: 21).
P ara  Benavente, las causas de ta l progreso estaban centra­
das en los bloqueos de las potencias europeas a los puertos del
2 Villalobos y Sagredo (1987: 47-50) se refieren en parte  a estas apreciaciones y adem ás 
analizan algunos testimonios contemporáneos aparecidos en El Artesano del Orden a 
fines de 1845 en que, junto  con in ten tar a traer hacia las filas del gobierno, no se ocul­
tab a  la exagerada evaluación de la situación económica del país. El articu lista  del pe­
riódico sostenía, por ejemplo, que "a proporción que ha  mejorado el trabajo, el precio 
de los jornales, en muchos casos, ha  subido al mismo tiempo que ha  bajado el de las 
m ercaderías. De aquí ha  resultado el b ienestar comparativo de las clases pobres, pues 
h asta  los gañanes han mejorado de condición."
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Atlántico y del Golfo de México, lo cual había beneficiado a los 
chilenos al convertirlos en lugares de depósito, o escalas del 
comercio sudamericano. Además, m ientras Chile había gozado 
de paz duran te  los últimos doce años, de leyes liberales de h a ­
cienda y de almacenes francos, otros países herm anos se h a­
bían despedazado en guerras civiles y otras calamidades con­
tra rias  a su comercio, agricultura e industria  llevándolos a pro­
veer sus necesidades en los mercados chilenos. Sin embargo, 
podía llegar el día en que superados tales problemas, esas n a­
ciones lograrían tam bién desarrollar sus riquezas particulares 
y públicas:
Entonces se verá a Valparaíso descender de la a ltu ra  a la que lo 
han  elevado esos eventos, y cuando llegue a efectuarse la gigan­
tesca em presa de la apertu ra  del Istmo de Panam á, vendrá a ser 
el último puerto del Pacífico el que hoy es el primero... Más tarde 
o más tem prano debemos quedar reducidos a nuestros propios 
consumos, y a los productos con que debemos pagarlos (Benavente 
1841: 22-23).
A pesar de este y otros juicios sim ilares de diferentes perso­
nas, en décadas posteriores, cuando la economía chilena alcan­
zó su mayor crecimiento, la actitud de confianza y seguridad en 
los progresos obtenidos siguió siendo m ayoritaria y aminoró las 
prim eras incertidum bres que comenzaron a m anifestarse a 
propósito de los efectos de la crisis de los años 1860 y 1870. To­
davía en julio de 1873, a escasos meses del desencadenamiento 
de la gran contracción que comenzó a fines de ese año, Marcial 
González, uno de los economistas liberales m ás im portantes de 
la época, recordaba que
... basta  apelar al testimonio de los hechos para  convencernos de 
que los tem ores que se tienen en contrario son infundados, exage­
radas las quejas y vana y muy vana la alarm a introducida en el 
mercado por los autores que a la vez son las víctimas verdaderas 
de esta ex traña  situación que atravesam os. Si hay entre nosotros, 
señores, algo tan  claro como la luz, es el desarrollo constante de 
la prosperidad m aterial de nuestro país. Para  comprender esta 
verdad basta  ver la topografía de Chile, sus producciones y con­
sumos, su movimiento terrestre  y marítimo, sus estados de
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aduana, sus en tradas y gastos generales, la abundancia de tra ­
bajos de toda especie, el adelanto de sus poblaciones, su vida toda 
de ayer y de hoy (González 1889: 215).
Efectivamente, h asta  comienzos de la década de 1870, a la  luz 
de las estadísticas de la producción y del comercio, del desarrollo 
de la urbanización, de las obras de infraestructura, la economía 
chilena gozaba de un crecimiento tendencialm ente continuo, y 
variados aspectos de las relaciones sociales experim entaban su 
en trada por el camino de la modernización. El ritmo alcanzado 
por las actividades privadas y la riqueza acum ulada por los 
sectores más beneficiados del sistem a (chilenos y extranjeros), 
parecían confirmar ta l optimismo. Sin embargo, en una econo­
mía fuertem ente privada y con tan  positivos índices, ¿qué papel 
jugaba el Estado?, ¿cuáles fueron los recursos con que contaba?, 
¿porqué y bajo qué circunstancias éste debió asum ir un rol de in ­
versionista y en qué rubros de la actividad nacional? Además, 
en una economía en expansión, ¿cuáles fueron las causales pro­
fundas de un  endeudam iento perm anente y en constante ascen­
so?
2. E sta d o , f in a n z a s  y  g e s tió n  p ú b lica
A pesar de la pobreza m aterial de Chile al comenzar su vida 
republicana, los acontecimientos políticos y m ilitares im pidie­
ron a los primeros gobiernos orientar su atención hacia la reor­
ganización profunda de las instituciones económicas coloniales 
y a la búsqueda de nuevos y variados recursos para financiar el 
precario erario nacional. De este modo, a pesar de que se siguió 
intentando la protección de ciertas actividades productivas lo­
cales, se m antuvieron los impuestos tradicionales y se deter­
m inaron las tarifas aduaneras que se convertirían en la base 
de las en tradas fiscales. E sta  situación que, en muchos casos, 
provocó una falta de unidad y coherencia en las medidas gu­
bernativas, impidió que se concretaran ideas como las de Bena-
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vente, m inistro de H acienda en 1823, que pensaba en la necesi­
dad de establecer una contribución directa, o las del liberal Jo­
sé Joaquín de Mora, que en 1828, siguiendo las recomendacio­
nes de Smith, se ocupó del régimen tributario , indicando que 
los impuestos debían recaer sobre los ingresos y no sobre el 
capital (Villalobos y Sagredo 1987: 16-28).
Por otra parte, siendo el Estado chileno reflejo del Estado 
ilustrado europeo, su finalidad esencial era la búsqueda del 
"bien común", lo que comprendía "el buen gobierno y adm inis­
tración, la legislación, la justicia, la educación nacional, la eco­
nomía, la  moralidad y la sanidad pública" (Góngora 1986: 39), 
aspectos todos que requerían de una hacienda fiscal vigorosa y 
solvente que perm itiera hacer realidad tan  preciados objetivos. 
H asta 1830, en cambio, las realidades fiscales estaban lejos de 
alcanzar tales fines: el contrabando y las irregularidades en la 
adm inistración de aduana, atentaban, además, contra una ade­
cuada percepción de los ingresos y provocaban un estado de 
caos financiero cuya solución formó tam bién parte del proyecto 
de institucionalización conducido por hombres de em presa y lí­
deres m ilitares a contar del comienzo de esa década (Loveman 
1979: 134-135).
Entre 1817 y 1826, el promedio anual de los ingresos fiscales 
era de 1.548.400 de pesos chilenos. El máximo del período se 
alcanzó en el año 1822, cuando las arcas fiscales recibieron 
$ 2.276.545, de los cuales el 69,68 % correspondía a pagos de 
aranceles aduaneros. En 1817, el fisco recibió la sum a de 
$ 1.939.000; sum a constituida por tre in ta  y dos ítemes de ta l 
variedad, que sólo seis representaban el 93,89 % del total. De 
ellos, el 9,09 % correspondía a ren tas de tabacos; el 9,54 a dine­
ros tomados al enemigo; el 10,05 a donativos voluntarios; el 
16,80 a ingresos provenientes de aduana; el 23,44 a secuestros 
y el 24,97 a un em préstito forzoso. Sin duda alguna se puede 
afirm ar que junto  con el surgimiento de la  República, aparecía 
tam bién la deuda pública.
En esos años, aun cuando el gobierno de O'Higgins m ostraba 
preocupación por llevar a cabo algunas obras m ateriales y cul­
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tu rales de significación para la  época (fundación del mercado de 
abastos, cementerio general y paseo de la Alameda en San­
tiago, térm ino de la construcción del Canal del Maipo, reaper­
tu ra  del Institu to  Nacional y de la Biblioteca Nacional), las u r­
gencias más significativas guardaban una relación con la su­
peración definitiva del estado de guerra interno y el apoyo a las 
em presas m ilitares de consolidación de la independencia a ni­
vel latinoam ericano y, en concreto, del Perú. El 21 de noviem­
bre de 1817, se impuso una contribución m ensual a los em plea­
dos civiles, equivalente a porcentajes desde un dos h asta  un 
25 % de las rentas. La ley señalaba que el gobierno no quería 
"exceptuar ni a los mismos empleados civiles que contribuyen 
al acrecentam iento y cobro de los haberes fiscales", y determ i­
naba el reintegro de esas sum as en cuanto el Estado se desaho­
gara de sus necesidades (Anguita 1912-13,1: 47). El 30 de di­
ciembre del mismo año, se decretaba un em préstito interno por 
$ 300.000, que afectaba a todos los ciudadanos pudientes, en 
proporción a sus haberes, en forma voluntaria o regulada por 
una comisión de economía, y que se traducía en la emisión de 
papel moneda en acciones de 25 y 50 pesos, sin interés, por seis 
años, y con la cual se podría comprar y g irar en todos los nego­
cios comerciales del Estado y en las tesorerías y adm inistracio­
nes fiscales. La fundamentación de la ley señalaba:
Los habitan tes de Chile, que conocen la  naturaleza de una  lucha 
en que violados por nuestros enemigos todos los principios del de­
recho de las gentes nos vemos en el inevitable compromiso de 
vencer o perder la vida, la  libertad, los bienes y la patria , tendrá 
a bien que el Gobierno tome tales medidas, que no sólo aseguren 
la victoria sino que tam bién eviten la prolongación de una guerra 
devastadora (Anguita 1912-13,1: 48).
El 9 de diciembre de 1817, se impuso por decreto, asimismo, 
una contribución a los propietarios de fundos rústicos o u rba­
nos y a los comerciantes. Se enfatizaban las urgentes necesi­
dades del Estado, el principio de equidad que debía guiar a la 
autoridad al imponer nuevos gravám enes y que éstos debían 
ser "en proporción a las comodidades de cada ciudadano, y que
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al paso que ninguno pueda quejarse de agravio ni quedar al­
guno de contribuir al Estado para  sostener su ju s ta  causa, tam ­
poco se le despoje de su capital" (Anguita 1912-13,1: 47). Cada 
año, la contribución era equivalente al 1 % del valor de las pro­
piedades y de los caudales de los comerciantes. Posteriorm ente, 
estos im puestos pasaron a formar parte de las contribuciones 
del catastro y de patentes. En este último caso, la percepción 
de los derechos correspondientes fue regulada por la ley del 5 
de agosto de 1824, en la que el gobierno, deseando "llenar el dé­
ficit de la Hacienda con arbitrios leves para los contribuyentes 
y con ren tas fijas para el país, único medio de respetar siempre 
la propiedad individual" (Anguita 1912-13,1: 162), estableció 
seis tipos de patentes, desde aquellas de 200 pesos, aplicables a 
casas de comercio y registro de extranjeros, h asta  la de 6 pesos 
que habían de pagar los bodegueros, canchas, cigarrerías, chin­
ganas y otros negocios de tra to  por menor.3
En medio de la pobreza del erario nacional, la incompetencia 
adm inistrativa y las necesidades del Estado para  la satisfac­
ción de los gastos civiles y m ilitares, lo más significativo en 
m ateria económica fue el em préstito de 1822, contratado por el 
gobierno chileno con H ullet Hermanos y Cía. de Londres, lo que 
significó la apertu ra  de la  deuda externa del país. El contrato, 
por un millón de libras esterlinas, pretendía obtener la canti­
dad de $ 5.000.000, valor nominal, pero $ 1.500.000 debieron 
ser traspasados al Perú bajo responsabilidad del servicio de in ­
tereses y amortización, y sólo $ 1.300.000 ingresaron efectiva­
m ente a las cajas fiscales chilenas. El saldo se convirtió sim­
plemente en pérdida y en otra causa del descrédito público de
3 Como sucedió con la  m ayoría  de los im puestos, la  legislación de refo rm as sobre refo r­
m as fue ex ten sa . E n  e s te  caso, la  ley fue refo rm ada por o tra  del 30 de agosto  de 1833 
en  que las  p a te n te s  se d iv id ieron  según  ac tiv idades económ icas am p lias y  poste rio r­
m en te  por o tra  m ucho m ás com pleja del 22 de diciem bre de 1866 que d ispuso  la  con­
fección an u a l de u n a  m a tríc u la  de todos los estab lec im ien tos y  profesiones de cada  de­
p a r ta m e n to  y su  publicación en el periódico local. E n tre  los años 1824 y 1830, los in ­
gresos p ro v en ien tes del ram o a lcanzaban , en  prom edio, 25 ó 26.000 pesos an u a les . A 
fines de los años 1850 a lcanzaban  los $ 60.000. Por efectos de la  ley  de 1866 crecieron 
v ertig in o sam en te  su p e ran d o  ráp id am en te  los $ 300.000, algo cercano al 14 % del to ta l 
del p re su p u es to  nacional.
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las autoridades financieras de la época. El préstam o se hizo 
"sal y agua", no solucionó ningún problema en las finanzas fis­
cales, pero aum entó sus cargas: al año siguiente, participando 
de la experiencia general latinoam ericana,4 Chile se veía impo­
sibilitado para  responder al servicio de la  deuda que ascendía 
concretamente al pago anual de $ 335.250.
A fin de dar cumplimiento a sus obligaciones, en diciembre 
de 1823, el gobierno comenzó a discutir un proyecto enviado al 
Congreso, m ediante el cual se reorganizaba el estanco del ta ­
baco extranjero, los naipes, y los vinos y licores importados y se 
pretendía su traspaso a una firm a privada que, a cambio de la 
concesión y algunos derechos complementarios, asum iera el 
compromiso del pago de la deuda. Sin embargo, el otorga­
miento final del estanco a la firma Portales, Cea y Cía. term inó 
en un fracaso y dio origen a una fuerte polémica respecto a la 
falta de claridad en los procedimientos oficiales utilizados y en 
la acción seguida por la firm a en el manejo de sus negocios.5
El servicio de la deuda sólo fue reasumido en 1842, pero en el 
en tretanto , a pesar de la larga correspondencia a que dio ori­
gen y a las continuas quejas y presiones de los afectados, las 
relaciones comerciales anglo-chilenas no sufrieron interrupción 
alguna y en general el problema del em préstito de 1822 quedó 
inserto en la experiencia global de los créditos externos ingle­
ses de esa época y de la transito ria  frustración sentida por al­
gunos sectores capitalistas londinenses que, en todo caso, no 
arriesgaron su capital, sino el de cientos de pequeños inversio­
nistas.
Con respecto a la  deuda in terna, y de acuerdo con leyes de 
autorización aprobadas por el Congreso Nacional, en diez opor­
tunidades entre 1820 y 1837, el Estado emitió bonos por un 
valor to tal de $ 4.153.753, con un promedio de interés de un 5 a
4 A dem ás de los estud ios y a  clásicos de R ippy (1959) o S tone (1977), se  p u ed en  com pa­
r a r  los vo lúm enes y ca rac te res de la  deu d a  e x te rn a  la tin o am erican a  y el com porta­
m ien to  de cad a  p a ís  con el trab a jo  de M arichal (1988).
5 V illalobos (1989), en u n  estud io  a lta m e n te  polém ico sobre Diego P o rta le s  re se rv a  u n  
cap ítu lo  p a ra  el exam en  de es te  tem a  llam ándo le  "El estanco: u n  negocio oscuro y  a u ­
daz".
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6 %, con 0,5 % de ta sa  de amortización y con plazos variables. 
De acuerdo con su origen y objeto, sobre un 70 % de los fondos 
se destinó a la consolidación de em préstitos forzosos, secues­
tros, descuentos de sueldos, etc., producidos durante  las Gue­
rras  de la  Independencia. Igualm ente, en 1829, a través de dos 
autorizaciones legislativas, se procedió a una reform a m ilitar 
que significó un endeudamiento por $ 615.300, utilizados para 
gratificar a los m ilitares de la Independencia que se retiraban  
del servicio de las armas.
En definitiva, si los años 1820 (excepto por algunos intentos 
legislativos sobre aduanas y de imposición de algunas gabelas 
a otros sectores de la economía) fueron más bien años de en­
deudam iento sin obtención de grandes logros, los años 1830, 
aunque m antuvieron sim ilares características, correspondieron 
a una etapa de transición en el ordenamiento y saneam iento de 
las arcas fiscales, en la capitalización nacional y en el creci­
miento económico público y privado. Ello motivó, al mismo 
tiempo, al comienzo una débil y después una progresiva p arti­
cipación del Estado en el financiamiento de obras de diversa 
naturaleza, que se tradujo en un cambio de orientación de su 
rol y, además, en un endeudamiento externo creciente. En esta 
etapa de transición, el m inistro M anuel Rengifo fue el artífice y 
prim era figura en la reorganización y toma de decisiones eco­
nómicas.
En la Memoria que como secretario de Hacienda presentó al 
Congreso en 1834, Rengifo no sólo se refirió a la situación eco­
nómica fiscal del momento, sino que se extendió a un completo 
análisis de lo que ésta había sido en el pasado y, en particular, 
desde la Independencia. En su opinión, complejas y variadas 
situaciones habían causado el desastroso estado en que yacía la 
Hacienda pública.
La destrucción de las fortunas de los enemigos de la Repúbli­
ca, el alejam iento del país de hombres laboriosos, el trastorno 
inherente a las conmociones políticas, la alteración del orden 
social y la paralización de los trabajos productivos habían pri­
vado al Estado de los medios necesarios para increm entar su
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tesoro. Ante ello había sido y era necesario seguir promoviendo 
el b ienestar nacional, atrayendo a Chile el comercio de otras 
naciones y garantizando a los extranjeros la pacífica posesión 
de sus bienes.
La ausencia de un proyecto y de procedimientos estables en 
el manejo económico eran, por o tra parte, la  causa de escánda­
los y fraudes adm inistrativos y la consiguiente pérdida del cré­
dito público interno y externo. Sin poder dar cumplimiento a 
sus compromisos, el Estado debía asum ir préstam os cada vez 
más onerosos y comprar a precios dobles de los reales. El estu ­
dio minucioso de la deuda pública in terna, su división en cuen­
tas a trasadas y corrientes, según fuesen de antes o después del 
I o de julio de 1830, y la emisión de libram ientos contra aduana 
por los valores de la  deuda atrasada, comenzaban a poner fin a 
odiosas preferencias y a im plantar, a juicio de Rengifo, un sis­
tem a de igualdad en las relaciones del Estado con ricos y pobres.
U na últim a causal de estas situaciones habría sido el espí­
ritu  de innovación extendido entre todas las clases de la socie­
dad. Por una parte, el deseo de extinguir toda memoria del ré ­
gimen colonial; por otra, el na tu ra l anhelo de superación, h a ­
bían forzado a los gobiernos anteriores a la improvisación des­
medida: disposiciones incoherentes o contradictorias; reglam en­
tos derogados por otros reglamentos; decretos sueltos para  ex­
plicar el sentido de las leyes habían sido la exteriorización de la 
confusión económica y adm inistrativa general.
F rente a la desastrosa situación del pasado, Rengifo anun­
ciaba un feliz porvenir: moralidad en los empleados públicos, 
arreglo de la Hacienda, restablecimiento del crédito, creci­
miento de los ingresos, cumplimiento de las obligaciones fisca­
les. Paralelam ente se pronunciaba sobre las ideas básicas de lo 
que debía ser el carácter central de la política fiscal:
El Gobierno, para  obtener estos resultados, lejos de gravar al 
pueblo con nuevos impuestos, ha aliviado sus cargas suprimiendo 
diversos derechos; y las leyes que aún tiene que proponer a la le­
g islatura servirán para llenar el vacío de nuestro código fiscal, y 
para  dar más libertad y fomento a nuestra  industria  (Rengifo 
1834: 453-456).
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De acuerdo con las apreciaciones del m inistro, m ientras la 
deuda in terna para ese año de 1834 se estim aba en una cifra a- 
proximada a los $ 2.783.478, con una ren ta  anual cercana a los 
$ 150.000, los esfuerzos realizados para resolver el problema de 
la deuda externa (empréstito de Londres), a pesar de compro­
m eter la fe de la Nación, habían resultado totalm ente estériles. 
Sin embargo, se esperaba considerar nuevas medidas, en tre las 
cuales figuraba la utilización de la ren ta  del catastro "que ni se 
ha cobrado ni ha hecho falta para los gastos ordinarios" (Rengi- 
fo 1834: 458).
De los logros más significativos alcanzados por Rengifo du­
rante su prim era adm inistración m inisterial destacaron la pues­
ta  en práctica de los almacenes de depósito de Valparaíso en 
1833, y la dictación de las leyes de aduana y de reform a mone­
ta ria  de 1834. La legislación respecto a Valparaíso tenía an te­
cedentes en 1824, en que ya se había determ inado insta lar di­
chos almacenes con el fin de a traer el tráfico m arítim o in terna­
cional. Allí se perm itiría el depósito de m ercaderías, con un pa­
go general del 3 % sobre su valor, hasta  que pudiesen ser ven­
didas o redistribuidas. En los años inmediatos, la ley no tuvo 
aplicación por falta de bodegas especiales que pudieran servir 
para ta l propósito; pero a partir del Reglamento de Rengifo los 
resultados no se hicieron esperar: rápidam ente Valparaíso se 
transform ó en un verdadero emporio del Pacífico Sur, en tanto 
que el comercio interno chileno creció vigorosamente.
La ley de aduanas de 1834, a través de un extenso y com­
pleto articulado, estableció una escala de impuestos diferen­
ciales, con un máximo de 35 % para artículos como el café, sal 
de mesa, velas de sebo, yerba mate, ponchos, ropas de uso in te­
rior o exterior, calzado de suela, botas y botines de piel curtida, 
etc. El instrum ento legal, verdadero hito en la legislación eco­
nómica chilena, fue reflejo del pragm atism o económico de toda 
esa época: estuvo fundam entalm ente destinado a la protección 
de ciertas actividades locales; m ientras tanto, se tra tab a  de 
m antener y m axim izar los ingresos provenientes de aduana. 
Por su parte, la reform a m onetaria del mismo año, uniformó el
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sistem a monetario metálico en vigencia y, aunque m antuvo la 
base de las denominaciones coloniales, term inó por generalizar 
el uso de sellos con leyendas y símbolos republicanos. Asimis­
mo, jun to  a las monedas de oro y plata, la acuñación de moneda 
de cobre, divisionaria, intentó superar la secular falta de num e­
rario para las transacciones comerciales menores. El éxito con­
junto  de estas y otras medidas gubernam entales se vio adem ás 
fuertem ente favorecido por el descubrimiento y consiguiente 
explotación de los m inerales de p lata de Chañarcillo en 1832, 
fuente inesperada de riqueza y anticipo de una prosperidad 
que se anunciaba en forma lenta pero segura.
En los años 1835 y 1837, Joaquín Tocornal, sucesor de Ren- 
gifo en el ram o de Hacienda, pudo lograr la aprobación de dos 
proyectos de ley que term inaron por regular definitivam ente la 
deuda interior. El 17 de noviembre de 1835 se estipuló que ella 
estaba conformada por 28 ítem es de los cuales cerca de la 
m itad se habían originado en tiempos coloniales o entre los años 
1810 y 1818 (capitales consolidados por real cédula de 1804, 
cantidades establecidas antes del 18 de septiembre de 1810 por 
el Rey de E spaña en compensación de rentas, valores proceden­
tes de embargos o secuestros realizados en tiempos de la domi­
nación realista, etc.). Posteriorm ente, el 2 de febrero de 1837, 
se promulgó una ley com plementaria tendiente a establecer los 
procedimientos y plazos para la comprobación de créditos 
legítimos que aún estaban sin reconocer por el Estado (Anguita 
1912-13,1: 256-258 y 280).
A fines de la década de 1830, Joaquín Prieto y sus colabora­
dores en el gobierno se alejaban del poder dejando tra s  de sí 
una extraordinaria obra de realizaciones que se pueden sin te ti­
zar en un régim en civil sólidamente establecido con seguros in­
dicadores de un crecimiento económico, tanto  privado como fis­
cal. En la ú ltim a Memoria de Hacienda leída ante el Congreso 
por esa adm inistración, en julio de 1841, el entonces m inistro 
Rafael Correa de Saa enfatizaba que, adem ás del térm ino del 
período de guerras y de la serie de disposiciones tom adas para 
m ejorar el manejo público, la tercera y m ás im portante causa
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de la prosperidad de la Hacienda era la tranquilidad existente 
en el país durante  los últimos diez años. Basaba su observación 
en que
... difundiéndose por todas partes un sentimiento de seguridad, se 
han alentado y multiplicado las especulaciones m ercantiles y es 
sabido que de nada servirían las m ás sabias leyes, sin esa pre­
ciosa garantía . Con sólo detenernos un momento sobre el progre­
so de las internaciones m arítim as de m ercaderías procedentes del 
extranjero, desde el año 1829 hasta  el presente, nos convencere­
mos del poderoso influjo de esta tercera causa (Correa de Saa 
1841: 313).
En los últimos años de la adm inistración Prieto, las arcas 
fiscales comenzaron a dejar excedentes que fueron pasando 
desde un 4 % en 1837, a un 9, 14 y 21 % en los años siguientes. 
A parentem ente, esta situación fue el resultado simple de la di­
ferencia en tre el crecimiento de las entradas ordinarias y el 
respectivo al de los presupuestos de gastos, cuyas mayores ex­
pediciones estaban referidas a la mantención de la adm inistra­
ción pública y los pagos de sueldos al listado civil, a la m arina, 
al ejército veterano y a la guardia nacional. Efectivamente, 
entre los años 1833 y 1841, m ientras que los gastos fiscales 
aum entaban en un 30 %, las entradas lo hicieron en un 37 %. 
Sin embargo, durante esos años el Estado se limitó a adm inis­
tra r  y reorganizar, sin intervenir ni invertir en las actividades 
económicas propiam ente tales, en la expansión de servicios o 
en obras de infraestructura. Ejemplo de ello es que, a pesar de 
haber conciencia en que la construcción de bodegas estatales 
para los almacenes fiscales de Valparaíso aum entaría las ren ­
tas a través de su arrendam iento (evitando a la vez el pago de 
arriendo por ellas), la decisión final siempre fue postergándose.
Por el contrario, ¿qué sucedía con los recursos ordinarios? En 
este sentido, la labor del gobierno de Prieto no sólo se orientó a 
la simplificación de la recaudación de los ingresos, eliminando o 
reagrupando im puestos improductivos (64 cuentas de entradas 
entre 1817 y 1826; 31 entre 1827 y 1830; 13 a 14 a partir de 
1831), o tra tando  de maximizar la eficiencia de las operaciones
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financieras fiscales con la creación del Tribunal Superior de 
Cuentas en 1839, sino que, en m ateria tribu taria , fijó o tra de 
las bases de la política económica de la época: el rehuir, como 
fuera posible, la mantención o establecimiento de nuevos im­
puestos directos.
En relación con esta m ateria, en 1840 la dictación de las 
leyes de liberación de derechos de exportación de trigos y h a­
rina y de imposición de gravám enes para la salida de metales 
de cobre exteriorizaron algunas de las actitudes (y quizás tam ­
bién algunas diferencias) de la élite. La exención de pago para 
la producción m ás im portante de la agricultura y la  m anten­
ción de aquellos referentes a la m inería pueden considerarse 
como una opción lógica para estim ular el trabajo cerealístico, 
en momentos en que la expansión de los mercados cupríferos 
ya había acelerado su crecimiento, pero al mismo tiempo, ser 
observada como resultado de la presión im puesta por los h a­
cendados y su rechazo al financiamiento estatal a través de 
una tributación que les afectara directam ente. El significado 
profundo de esta situación fue, por una parte, un cierto acuerdo 
entre los miembros del sector dirigente del país (independiente 
de actividades o posiciones políticas), con respecto a las fuentes 
en que debían buscarse los ingresos ordinarios de la Nación; 
por otra parte, estas medidas term inaron por beneficiar a otros 
sectores de la economía: la determinación de financiamiento 
del sector público, preferentem ente a través de los impuestos 
de importación, aun cuando no in tentaba, específicamente, 
crear una especie de paraguas tributario  para favorecer la m a­
nufactura local, fue uno de los pasos básicos para el creci­
miento de una industria  local desde los años 1860 en adelante 
y, en la práctica, se transformó en un factor proteccionista.6
Si lo anterior ocurría en térm inos del rechazo a las cargas 
tribu tarias sobre la producción, más fuerte aún fue la oposición
6 Sobre el p a r tic u la r  y o tros aspectos aqu í tra ta d o s , cf. O rtega  (1985). Ig ualm en te , el 
m ism o O rteg a  (1981), se refiere  a los com ienzos de la  ind u stria lizac ió n  ch ilena  p reci­
sa m en te  a  p a r t ir  de los com ienzos de la  década de 1860 y, a  su  vez, S a te r  (1976) a n a ­
liza  los efectos de lo que él llam a u n a  ac titu d  económ ica p ro teccion ista  y n ac io n a lis ta  
en la  política  económ ica poste rio r de esa  década.
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a aquellas medidas que pudiesen gravar los ingresos. Cuando 
Diego José Benavente analizaba en 1841 la conducción econó­
mica del gobierno de Prieto, anotaba diferentes criterios para 
evaluar la  acción del Estado, la extensión de la adm inistración 
pública y el número de sus empleados, la  p lan ta del ejército y, 
especialmente, de la oficialidad, los caracteres del endeuda­
miento público y el pago de las responsabilidades fiscales, etc., 
pero m ostraba un total acuerdo en m ateria tribu taria . P ara  el 
ex-ministro de H acienda de los años 1820,
la Constitución asegura a todos los habitantes de la República -  
la igual repartición de los impuestos y contribuciones a propor­
ción de los haberes, y estos impuestos y contribuciones deben 
ascender a la cantidad estrictam ente necesaria para  sostener la 
adm inistración pública...
La única contribución, o la directa, tuvo algún tiempo célebres sos­
tenedores, porque teóricam ente hablando era la que prom etía esa 
igualdad y proporción tan  apetecida. También entre nosotros no 
falta quien la recomiende, como el único medio de poseer el bien 
que la Constitución consagra o constituye en principio de nuestro 
derecho público. Sin embargo, reducir todos los impuestos a uno 
sólo, es una utopía generalm ente reconocida como imposible 
(Benavente 1841: 7).
En síntesis, hacia 1840, se había cumplido con las reformas 
necesarias de carácter adm inistrativo y legal que perm itían 
contar con un aparato estatal y un sistem a de hacienda con 
fuertes visos de modernidad y más adecuado a los nuevos re­
querim ientos económicos que comenzaban a vislum brarse, pero 
además, se había establecido a lo menos un par de principios 
que serían  pilares básicos a lo largo de todo el período acá ana­
lizado: en prim er lugar, por parte del Estado, el seguimiento de 
una política altam ente pragm ática en cuanto a la aplicación de 
disposiciones económicas y, en particular, respecto a las fuen­
tes de financiam iento de las arcas fiscales, especialmente de 
las aduanas; en segundo lugar, y en relación con ello, la actitud 
de la élite para  respaldar ese pragm atism o que les perm itía 
dism inuir parte de sus propias cargas tribu tarias, aun a costa 
del endeudam iento público; endeudam iento que en las décadas
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siguientes comenzaría a ser el medio más recurrente para  en­
fren tar los problemas del crecimiento.
En lo general, la situación fue sim ilar a la experiencia la ti­
noamericana: la  eliminación de las cargas impositivas coloniales 
y un nuevo sistem a basado, principalm ente, en los derechos de 
internación; la contratación de préstam os locales y externos; la 
actitud altam ente favorable a ello, por parte  de la élite, fueron 
fenómenos que más tarde o más tem prano atravesaron a todas 
las nuevas Repúblicas y dieron cierta unidad a la historia eco­
nómica de la región (M arichal 1988: 21-82).
En el caso de Chile, los años 1840 no dieron origen a una 
nueva y d istin ta  etapa en su historia institucional o económica, 
sino más bien aceleraron los procesos que se venían gestando 
desde tiempos anteriores. La economía chilena no se insertó en 
el mercado nor-atlántico sólo a mediados de siglo, puesto que lo 
había hecho ya en la década de 1820; las exportaciones de co­
bre no comenzaron junto con la instalación de la fundición de 
Guayacán o la  H erradura en 1858, o con la construcción del 
ferrocarril de Copiapó a Caldera en 1851, sino provenían desde 
las prim eras incursiones por los mercados de Calcuta, en los 
mismos años 1820; la actividad comercial y el mercado interno 
no se im pusieron tampoco a mediados de siglo, pues venían 
configurándose con sus caracteres capitalistas en las décadas 
precedentes.
Lo que sucedía en los años 1840 era la confirmación definiti­
va de la orientación económica del país hacia el sector im porta­
dor-exportador. Como la m inería se m antenía como uno de los 
principales recursos, el sector recibió aún mayores inyecciones 
de capital y experimentó bastan tes transform aciones en la pro­
ducción y en el transporte de ésta. Al mismo tiempo, inversio­
nes en la m inería del carbón en el Sur del territorio provocaron 
cambios tecnológicos que se apreciaron especialm ente en la 
construcción de mayores y más eficientes fundiciones de cobre. 
Rápidamente, la producción cuprífera chilena alcanzó niveles 
cercanos a las dos quintas partes de la producción mundial.
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La agricultura tam bién tuvo su propio desenvolvimiento. Sus 
ciclos fueron diferentes y menos constantes que los de la mine­
ría, en particu lar después de 1860, debido a las fluctuaciones 
de los precios internacionales para el trigo y la harina  y, poste­
riorm ente, la incorporación al mercado internacional de centros 
productivos m ás eficientes como los de Argentina, A ustralia y 
los de Estados Unidos. En todo caso, bonanzas de corta du ra­
ción como la expansión de los años 1848 a 1857, debido a la 
apertu ra  de los mercados de A ustralia y California, produjeron 
im portantes avances en los niveles de producción y, consecuen­
tem ente, en la extensión de la superficie cultivable.
E ntre los años 1847 y 1856, Chile duplicó el valor de sus im ­
portaciones y, más im portante, triplicó el de sus exportaciones. 
En 1847, el país importó mercaderías por valor de $ 10.068.849; 
en 1851 la cifra era de $ 15.884.972, y en 1856 había alcanzado 
a los $ 19.804.041. Con respecto a las exportaciones, la tenden­
cia positiva alcanzó aún mayor ritmo e intensidad: los valores 
fueron desde $ 7.201.334 en 1847 a $ 9.666.354 en 1851 y de allí 
a $ 18.159.522. No cabe duda que a mediados del siglo, Chile 
era un país extraordinariam ente dinámico (Cavieres 1988: 75- 
76).
¿Necesitaba Chile de un cambio radical en sus políticas y di­
recciones económicas? Obviamente, con esos resultados, no se 
deseaban y ni siquiera se pensaban. Por el contrario, en los años 
subsiguientes al cambio de medio siglo, la política económica 
siguió adecuándose a las condiciones existentes, y las nuevas 
leyes de aduana buscaron fundam entalm ente seguir m ante­
niendo esos ingresos como la base de las en tradas ordinarias 
fiscales. A pesar de una progresiva, pero m om entánea tenden­
cia hacia una mayor liberalización, ostensible con motivo de la 
ordenanza de 1851 (fijación de ta sa  de importación de un 25 % 
sobre el grueso de las mercaderías) y que alcanza su máximo 
con la ley de 1864 (disminución del gravam en al 15 %), ya con 
la reform a de 1872, pese a m antenerse las formalidades de las 
leyes anteriores, se volvió a mover el interés de los legisladores 
hacia medidas proteccionistas al increm entarse el número de
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ítem es libres de tributación para privilegiar m aterias prim as y 
m aquinarias que pudieran ayudar a la formación de una indus­
tria  local. El problema no era, por lo demás, el ser más o menos 
proteccionista; lo im portante era seguir m anteniendo el nivel 
de ingresos provenientes de los impuestos de internación. De 
hecho, y aun cuando su significación porcentual con respecto al 
total de las entradas fiscales ordinarias comenzara a descender 
después de 1860, hasta  los años 1870 ellos siguieron siendo in ­
dividualm ente la partida más im portante de los haberes fiscales 
y sus valores fueron aum entando progresivam ente: $ 2.323.679 
en 1849; $ 4.047.787 en 1864; $ 6.849.808 en 1879. En sus líneas 
gruesas, la política económica estaba afianzada en el corto y 
mediano plazo por el ritmo que el crecimiento económico co­
m enzaba a evidenciar.
3. L os p r o b lem a s d e  la  m o d ern iza c ió n : ¿ q u ién  p a g a  lo s  
co sto s?
La expansión de las actividades productivas de los años 1840 
respondió a diferentes factores, entre los cuales los gobiernos 
anteriores intervinieron diseñando un apropiado marco legal 
para la época, pero sin participar directa o indirectam ente en el 
financiam iento de la infraestructura m ínim a que hacía posible 
gran parte de las actividades de producción y comercialización. 
Los comerciantes, financistas, mineros y agricultores desa­
rrollaron sus intereses sin recurrir a los fondos fiscales (por lo 
demás casi inexistentes) y, particularm ente en la m inería, los 
em presarios debieron invertir en tecnología, condiciones de t r a ­
bajo, implementos productivos, caminos, canchas de depósito 
de los m inerales en los centros de em barque y en muelles por­
tuarios.
Así, h asta  los años 1840 las bases m ateriales de la  fu tu ra 
expansión económica fueron obra de la iniciativa y em presa 
privada. E sta  fue tam bién la que creó necesidades que resu lta ­
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ron en la modernización de los medios e instrum entos económi­
cos, en la constitución de un fuerte sector financiero y en nue­
vas disposiciones legales como las leyes de bancos y sociedades 
anónim as que, como está dicho, vinieron a confirmar una si­
tuación existente de hecho (Cavieres 1984: 61-86). A la vez, el 
incremento de ta les actividades privadas tendió a conceder el 
tiempo y los medios para  que el Estado pudiera echar las bases 
de su propia hacienda.
En el contexto nacional, la ya señalada aceleración de las ac­
tividades comerciales y productivas, sin romper con los carac­
teres m ás profundos del sistem a económico en maduración, 
creó nuevos requerim ientos socio-culturales que se exterioriza­
ron en los inicios de un lento proceso de urbanización y en el 
surgim iento de mayores exigencias de producción y servicios, 
resu ltan tes de la creciente dem anda internacional. A lo largo 
de los principales centros exportadores de América Latina, el 
contar con los adelantos m ateriales que perm itieran una mejor 
comunicación con los mercados externos y el disponer de los 
adelantos urbanos europeos, se transformó en un im perativo y, 
en algunos casos, en signo de refinam iento y buen vivir.
Lo anterior provocó otras tan tas  preocupaciones y la bús­
queda de soluciones que no significaran dañar los presupuestos 
fiscales ni aum entar las cargas y los costos de los sectores pri­
vados. De hecho, cuando tanto  el Estado como los em presarios 
privados desatendieron, o se vieron imposibilitados de hacer 
frente a estas necesidades, el resultado fue un entorpecimiento 
a todo posible intento de crecimiento económico. Tal fue el caso 
del altiplano boliviano que, todavía hacia 1865, utilizaba el 
transporte m ular a través del desierto de Atacama, para  movi­
lizar la carga de mercaderías desde y hacia la costa, provo­
cando un  cuello de botella crucialm ente lim itante de las posibi­
lidades de producción y explotación minera: "con sólo muías, 
burros o llam as p ara  transporta r los m inerales hacia la  costa, 
los gastos de transporte eran tan  altos como prohibitivos para 
la exportación de m inerales bolivianos, excepto los de más alta 
ley; el cobre no podía em barcarse a menos de un 70 % de costos
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de transporte , el estaño a no menos de un 55 a 60 % (Platt 
1972: 67).
En el caso chileno, en la década de 1840, el Estado asumió 
una política de motivación y am paro de las inversiones priva­
das en todo ámbito productivo y en obras de infraestructura 
urbana, portuaria  y en comunicaciones que, a cambio de ciertos 
privilegios exclusivos, le eximiera de verse forzado a aum entar 
el gasto público. De la multiplicidad de decretos concediendo 
tales derechos, parte im portante de ellos estuvo referida a la 
habilitación de muelles portuarios, construcción de vías férreas 
y creación de las compañías respectivas para su explotación, 
dotación de servicios urbanos, etc. Sin embargo, las mayores y 
más urgentes em presas necesitaban de grandes capitales y, a 
pesar de la constitución de sociedades anónim as para reunir- 
los, en la m ayoría de los casos éstas se convirtieron en experien­
cias frustradas, o en resultados m edianam ente parciales. Una 
de las excepciones m ás relevantes fueron las obras del ferroca­
rril de Copiapó a Caldera, sum am ente im portante en el desa­
rrollo minero del Norte y el primero en Chile, cuya cons­
trucción se inició según las bases del privilegio exclusivo con­
cedido el 9 de noviembre de 1848 a Ju an  Mouat.
M ediante dicha concesión, la em presa que debía organizarse 
se comprometía a responder por toda la in fraestructura que 
fuera necesaria, el cierre de los fundos por donde pasara  el t r a ­
zado de la vía, el pago de la expropiación de terrenos a los par­
ticulares y, además, transporta r gratu itam ente el correo entre 
ambos puntos. Por su parte, el Gobierno eximía a la compañía 
de todo tipo de impuestos por derechos de internación de m ate­
riales y equipos, le cedía terrenos municipales y fiscales y le fi­
jaba un tarifado del transporte, cuyos valores máximos no po­
drían perm itir más de un 24 % anual de las utilidades (Anguita 
1912-13,1: 504-505). En los años siguientes, Mouat traspasó sus 
derechos a un grupo de em presarios liderados por Agustín Ed­
wards, quién, con Tomás Gallo, Gregorio Ossa y M atías Cou- 
siño, formó la Sociedad de Mineros de Copiapó que financió el 
proyecto y que en 1851 hizo realidad el ferrocarril.
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En general, el fracaso afectó a muchas em presas y a em pre­
sarios de todas las calidades y ante ello el Gobierno, en una se­
gunda etapa de decisiones (pero manteniendo la política de los 
privilegios exclusivos), autorizó a las municipalidades a impo­
ner diversos gravám enes locales que perm itieran fom entar las 
obras públicas urbanas. Coincidiendo con una propuesta del ya 
muy destacado financista norteam ericano Guillermo Wheel­
wright, para  proveer de agua potable a Valparaíso, en agosto 
de 1849, el M inistro del Interior, M anuel Camilo Vial, gestionó 
la promulgación de una ley que estableció una contribución 
municipal para  que las principales ciudades del país pudieran 
contar con ta l preciado elemento. La contribución, un impuesto 
directo a los ingresos, no fue del agrado de los respectivos con­
tribuyentes y en el caso de Valparaíso, El Mercurio sintetizó el 
sentir, mucho más práctico (pero a veces poco eficiente) de los 
sectores de mayor influencia social y económica de la época:
Siempre habrá  medios para  satisfacer la necesidad del agua pota­
ble sin recurrir a una contribución ineficaz. Admitid propuestas 
como aquella de Mr. W heelwright, que ofrece el agua gratis a los 
pobres y b ara ta  y convenientemente a los ricos, sin las aberrantes 
contribuciones, y las ciudades de la República gradualm ente esta ­
rán  provistas con agua potable (El Mercurio de Valparaíso, Val­
paraíso, Io de sept. de 1849).
En la situación particu lar de Valparaíso, la provisión de este 
vital servicio, tan to  como la de gas, iluminación pública, ferro­
carril urbano, etc., en gran parte fueron el resultado de la inicia­
tiva privada, a través de contratos municipales. Sin embargo, no 
siempre hubo inversiones rentables en el corto plazo, o em presas 
fáciles de realizar, y con respecto al agua potable la experiencia 
para  W heelwright fue motivo de incomodidad y frustración em ­
presarial (K insbruner 1968: 653-661).
En general, los problemas de financiam iento local de obras 
de in fraestructura u rbana y creación de servicios públicos se 
encararon a través de concesiones de privilegios y m ediante la 
imposición de contribuciones municipales. En el prim er caso, 
por ley de 1845, se otorgó el usufructo de muelles a aquellos in-
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versionistas que los habilitaran. En 1855 se dictaron disposi­
ciones sobre construcción de caminos, puentes y canales finan­
ciados por particulares y al año siguiente la favorecida fue la 
Compañía de Gas de Santiago. Posteriorm ente, en 1871, se 
utilizó igual procedimiento para Clark y Cía., em presarios del 
telégrafo entre Valparaíso, Santiago y Buenos Aires y para 
quién asum iera las obras del cable submarino.
En el segundo caso, la imposición de contribuciones locales, 
entre 1837 y 1855, se impusieron gabelas sobre faros de V alpa­
raíso y Ancud; de muelles en Copiapó y Valparaíso; de m atade­
ros públicos en La Serena, Santiago y Valparaíso y de carrua­
jes en Valparaíso y Copiapó. En la búsqueda de fondos munici­
pales, en 1852, se impuso, además, un impuesto sobre los 
establecimientos de diversión pública.
Más atrayente y de mayor espectacularidad resultaron los 
proyectos de inversión privada en ferrocarriles, orientados 
principalm ente a unir centros productivos mineros con algunos 
puertos de embarque. De 45 concesiones oficiales de privilegios 
exclusivos, otorgados entre 1840 y 1880, 30 correspondieron a 
derechos sobre ferrocarriles. E ntre otros, los muy conocidos 
em presarios mineros José Tomás U rm eneta, Tomás Patrick- 
son, Jorge R. Stevenson, recibieron derechos y privilegios para 
la construcción de los ferrocarriles de Tongoy a Ovalle, de la 
provincia de A tacam a y el de C hañaral de las Animas al m ine­
ral del Salado, respectivam ente (Anguita 1912-13,V: 195-197).
Por sobre algunos fracasos, el conjunto de experiencias exito­
sas estuvo lejos de satisfacer las necesidades de modernización 
m aterial existentes y, finalmente, el Estado debió asum ir las 
grandes em presas y las más fuertes inversiones. P ara  hacerlo, 
pudo escoger entre aum entar las entradas ordinarias con la 
imposición de nuevos gravám enes o recurrir al endeudamiento 
fiscal, salida na tu ra l para los grupos dirigentes.
Como se ha visto anteriorm ente, las entradas ordinarias de­
pendían fuertem ente de los impuestos aduaneros de in te r­
nación y, por o tra parte, era resistido el aum ento de los im pues­
tos directos que gravaran los ingresos particulares. La política
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seguida buscó entonces una nueva readecuación de los im pues­
tos tradicionales, los cuales, en vez de aum entar, siguieron una 
tendencia de reducción. Así, en 1853, el diezmo se convirtió en 
un impuesto directo que recayó sobre las propiedades rústicas, 
en proporción al valor de sus terrenos, conservando la finalidad 
de proveer a la Iglesia con los fondos necesarios para  los gastos 
de m inistros y cultos. En 1860, disminuyó a un 1,89 % el por­
centaje correspondiente al impuesto del catastro, que había si­
do fijado en un 3 % en el año 1834. En 1874, una nueva revisión 
de los gravám enes sobre fundos rústicos determinó un máximo 
de $ 1.200.000 recaudables por el Estado, cifra que debía obte­
nerse proporcionalmente, de acuerdo a los avalúos de las pro­
piedades en cuestión (Anguita 1912-13,1: 616-617 y II: 91 y 440).
Por otra parte, en abril de 1866, en virtud de una autoriza­
ción del Congreso del año anterior, viendo el gobierno como "in­
dispensable proporcionar ren tas fijas para restablecer el equili­
brio entre las entradas y gastos públicos", impuso una contri­
bución provisoria de un 5 % sobre la ren ta  anual que se alcan­
zara tan to  por utilidades de capital y producción, como de los 
sueldos de empleados públicos y particulares. La contribución 
fue derogada por una nueva ley de enero de 1867, que determ i­
nó, en su lugar, un  impuesto total por cinco millones de pesos a 
formarse proporcionalmente de acuerdo con las mism as ren tas 
y reconociéndose como deuda del Estado y a un 5 % de interés 
anual. Finalm ente, en 1879, se fijó una contribución de un 
0,3 % anual sobre los haberes: capitales, rentas, sueldos, títulos 
de la deuda pública, etc. (Anguita 1912-13,11: 214-218, 234-235 
y 472-474).
En resum en, no quedando otra alternativa, el Estado debía 
afrontar el aum ento del gasto público a través del endeuda­
miento. Las iniciativas privadas en la construcción de ferroca­
rriles de tram o largo, en la construcción de muelles y habilita­
ciones portuarias, caminos, puentes y canales, fueron ineficien­
tes o inexistentes. Ejemplos ilustrativos de ello pueden ser los 
respectivos al ferrocarril Santiago-Valparaiso y a la construc­
ción de almacenes fiscales en Valparaíso. En el prim er caso,
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por ley del 19 de junio de 1849, las obras se concedieron bajo 
privilegios al em presario Guillermo W heelwright. Ante la  im ­
posibilidad de éste de llevar a cabo la em presa, en agosto de
1851, el gobierno ordenó la construcción de dicho ferrocarril, 
permitiendo al Estado una inversión de dos millones de pesos 
en una sociedad anónima, a cuya formación debía invitar el 
presidente de la República. U na nueva ten tativa se realizó en
1852, cuando se enajenó la deuda de cuatro millones de pesos 
reconocida por el Perú a fin de aum entar el número de acciones 
fiscales en la empresa. En noviembre de 1857, se debió recurrir 
a un em préstito de siete millones de pesos, de los cuales cinco 
estaban destinados a ella (Anguita 1912-13,1: 508-509, 587- 
588, 592 y II: 48-49). Y ello no fue todo.
En el caso de los almacenes fiscales de Valparaíso, cuya cons­
trucción había sido postergada por el Estado esperando una 
respuesta privada favorable, la solución no pudo d ilatarse más 
allá de 1846, en que se dispuso el inicio de las obras definitivas. 
El 16 de junio de 1850, debieron suplem entarse los fondos fis­
cales disponibles para esos fines y en enero del año siguiente se 
recurrió a un em préstito interno por $ 500.000, con hipoteca 
que pesaría sobre los productos a recibir. En septiembre de 
1854, se libró un nuevo suplemento por $ 100.000 y en enero de 
1856 el Congreso aprobó la sum a de $ 300.000, para la cons­
trucción de un muelle frente a esos almacenes, pudiendo re- 
currirse a un nuevo empréstito, si ello fuese necesario (Anguita 
1912-13,1: 510, 519, 528 y II: 27).
Al mismo tiempo, el Estado emprendió otras grandes obras 
financiándolas, en su gran mayoría, a través de em préstitos in ­
ternos o externos. Entre ellas destacaron la construcción de o- 
bras en los ríos Ñuble y Perquilaupén y en la b arra  de Consti­
tución; de puentes en los ríos Mapocho y Cachapoal; de los fe­
rrocarriles de Chillán-Talcahuano, de Curicó-Angol, de San Fer- 
nando-Curicó, de Angol-Curicó con ram al a Los Angeles, etc. 
Además, en 1873 el Congreso autorizó la compra de las 1.255
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acciones pertenecientes a inversionistas privados de la Compa­
ñía de Ferrocarriles del Sur.7
En 1850, la deuda in terna  ascendía a $ 1.642.253, correspon­
dientes a los principales e intereses de censos redimidos y a la 
deuda del 3 % de 1837. En 1851 aum entó con el capital de 
$ 300.000 autorizados para la construcción de los almacenes 
fiscales de Valparaíso. En 1862 se aprobó la emisión de vales 
de Tesorería por $ 1.000.000; al año siguiente, la  cantidad de 
$ 2.300.000, para la construcción del ferrocarril en el tram o 
Santiago-Quillota (Bonos Meiggs) con un interés de entre el 4 y 
6 % anual; en 1865 un nuevo em préstito por $ 3.000.000 al 8 %; 
$ 1.384.000 al 6 % en 1867, para construcción del ferrocarril San 
Fernando-Curicó (Bonos Garland); $ 582.735 en 1870, como 
préstam o del Banco Nacional; $ 757.000 al 6 % en 1872, para 
destinarlos al ferrocarril de Llay-Llay a San Felipe. La cuenta 
siguió creciendo con los nuevos endeudam ientos de $ 1.241.000 
y $ 1.403.000 en 1873, para  los tram os del ferrocarril Santiago- 
San Fernando y Rancagua-San Fernando; de $ 711.000 al 8 % 
en 1876, para  la conversión en deuda pública interior por el va­
lor de los sitios enajenados por el Estado en calle Blanco de 
Valparaíso; de $ 4.985.755 al 8 % en 1877, para la cancelación 
de la deuda flotante y de $ 3.960.000 en 1878, por el préstam o 
forzoso de los bancos. En consecuencia, la deuda in terna, consi­
derados capitales e intereses, pasó de $ 1.642.253 en 1850 a 
$ 2.525.303 en 1860 y a $ 16.731.748 en 1870. Debido a varias 
emisiones de papel moneda en el año 1879, a comienzos de 
1880 llegaba a los $ 39.717.875 (Dirección General de Contabi­
lidad, Chile 1901: 114-115).
Con respecto a la deuda externa, después de 1822, su movi­
miento se reinició en 1842 con un nuevo em préstito por 
£ 934.000 obtenidos de George y Jam es Brown y Cía. y Baring 
H erm anos y Cía. de Londres ($ 4.500.000) al 6 %, que se redi­
mió en 1869, y con otro, en 1843, por £ 756.500, procedente
7 Sobre la  p rob lem ática  de la construcción de los ferro carriles  cen tra les  chilenos es m uy 
convenien te  el tra b a jo  de O ppenheim er (Ms. 1976), d esg rac iad am en te  no publicado.
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igualm ente de Baring Hermanos ($ 3.750.000) a un 3 % de in ­
terés anual, que sólo fue redimido en 1891. Sin embargo, la 
verdadera explosión del endeudamiento chileno comenzó en la 
década de 1850. En efecto, entre 1850 y 1880, Chile recibió 
siete nuevos préstam os en Londres que transform aron su 
deuda externa de £ 1.205.400 (seis millones de pesos) en 1857 
en £ 6.974.000 (cerca de 35 millones de pesos) hacia 1880.
En 1858, Baring emitió un préstam o de £ 1.554.800 
($ 7.774.000) en favor de las arcas fiscales chilenas; en 1865 el 
gobierno contrajo un nuevo compromiso por £ 450.000 
($ 2.250.000) para  financiar la G uerra contra España; en 1866, 
1867 y 1870 otros tres préstam os de £ 1.068.000, £ 2.000.000 y 
£ 2.012.700 ($ 20.403.500 en total) se obtuvieron de la casa de 
Morgan. En 1873 y 1875, a través del O riental Bank se sum a­
ron dos nuevas obligaciones: £2.276.500 y £ 1.133.000 
($ 17.047.500 en conjunto). La mayor cantidad de estos dineros 
tuvo como uno de sus principales propósitos el financiamiento 
de la construcción de ferrocarriles (Molina 1898: 19-20).
D urante todo el período Chile m antuvo una alta  reputación 
en los círculos financieros londinenses y una de las razones 
para  ello fue el pronto servicio del préstam o de 1858 que abrió 
las puertas a créditos mayores. En 1860 el m inistro de Rela­
ciones Exteriores chileno prometió a los señores Baring enviar 
un proyecto al Congreso para sus sesiones de 1861 a objeto de 
increm entar el fondo dispuesto para la liquidación del 4.5 % 
correspondiente al préstam o de 1858. El proyecto fue pronta­
m ente aprobado por el Congreso y efectivamente el gobierno 
pudo entonces doblar su presupuesto para el pago antes m en­
cionado. Obviamente, esta situación aseguró a los inversionis­
tas de Londres el recibir sus pagos e intereses en un corto tiem ­
po (Econom ist, Londres, 22 de die. de 1860 y 9 de nov. de 1861). 
De acuerdo con The Times, el préstam o había sido contratado 
"a un precio que dejaba muy pocas posibilidades ventajosas 
para los subscriptores", razón que justificaba las medidas 
tom adas por el gobierno chileno, el cual al mismo tiempo 
ganaba una posición muy favorable desde el punto de vista
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crediticio. El com entarista continuaba señalando que "sería de 
esperar que todos los gobiernos extranjeros aprendieran que 
resguardándose a sí mismos de las ganancias competitivas de 
los contratantes con el objeto de lograr precios devaluados de 
sus valores, se están  dañando a sí mismos" (The Tim es, Lon­
dres, 17 de die. de 1860).
El préstam o por £ 2.000.000 de 1867 fue el primero de tres 
otorgados por la casa de J. S. Morgan y Cía. Bajo los térm inos 
del contrato y como garantía, Chile debió hipotecar sus im pues­
tos aduaneros. Sin embargo, como The Times com entaba edito­
rialm ente, los prospectos de la economía chilena eran muy fa­
vorables y
los ingresos de la República se han  increm entado notablem ente 
con la expansión de sus recursos, y m irando la escrupulosidad con 
la cual Chile ha seguido m anteniendo su crédito, la im portancia 
de su comercio con el país, y el hecho que por el préstam o de 
£ 1.554.800 introducido por los Sres. Baring en 1858 los contra­
tan tes otorgaron el alto precio de 92 siendo que el interés pagado 
era  sólo de 4.5 %, los presentes térm inos parecen haber sido pac­
tados sobre la base de convertir la operación en ju s ta  y legítim a 
en todos sus aspectos (The Times, Londres, 17 de enero de 1867).
En los inicios de la década de 1870, el comienzo de la "gran 
depresión" tuvo serios efectos sobre la economía chilena. Entre 
1873 y 1878, Chile debió hacer frente a la peor crisis del siglo. 
En medio de dicha crisis, el gobierno contrató un nuevo p résta­
mo, ahora por £ 1.330.000, a través del O riental Bank de Lon­
dres y destinado para financiar trabajos públicos en Valparaíso 
(muelle y almacenes fiscales) y el térm ino del tram o del ferro­
carril de Curicó-Angol. En esos momentos de crisis, The Times 
reafirm aba su opinión sobre Chile: "aparte de sus riquezas 
m ineras, la República es una de las más ordenadas de Sud- 
América y, h asta  el momento, su crédito ha sido tan  bueno 
como el del Brasil" (The Times, Londres, 5 de abr. de 1875). 
E ste juicio no contradecía el pensamiento y la decisión de Ra­
món Barros Luco, ministro chileno de Hacienda, que en el 
mismo año declaraba que, a pesar de la crisis presente inter-
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nacionalm ente, "Chile ha sido uno de los pocos países que ha 
sido capaz de m antener sus actividades e ingresos en un buen 
pie y su crédito al nivel normal" (citado por Ortega Ms. 1979: 
438).
De hecho, y a pesar de los alarm antes efectos internos de la 
crisis, Chile continuó gozando de una buena posición en el m er­
cado financiero londinense y una vez más, en 1877, The Times 
volvía a com entar el positivo estado del país y transcrib ía la in ­
formación entregada por The Chilean Times el 14 de abril del 
mismo año que señalaba que, en respuesta a un llamado del 
gobierno solicitando un em préstito interno con el objeto de evi­
ta r  un nuevo aum ento de la deuda externa, sólo Valparaíso, en 
un día, pese a la crisis, había suscrito cerca de £ 327.400 
($ 2.637.000). El diario de Londres concluía que "una mejor ra ­
zón para  felicitar a la República de Chile existiría si, de acuer­
do a la variedad de sus recursos, el gobierno diera a conocer su 
determinación de cancelar el préstam o sin el eventual recurso 
de los mercados externos" (The Times, Londres, 31 de mayo de 
1877). ¿Correspondían esas opiniones a las realidades internas?
4. E n d e u d a m ie n to , d e te r io r o  y  cr isis: la s  d e b ilid a d e s  d e l  
c r e c im ie n to
El aum ento de la deuda pública (in terna y externa), favoreció 
efectivamente la modernización del país y contribuyó -  en esa 
forma -  al crecimiento económico y a la ampliación de las fun­
ciones urbanas. Estos, y otros aspectos, podrían considerarse 
como los efectos positivos de la estructura económica puesta en 
funcionamiento, la  cual, en el corto plazo, rindió positivos y a 
veces espectaculares resultados. Sin embargo, en forma subya­
cente, se produjeron algunos procesos que tendencialm ente li­
m itaron las posibilidades de un crecimiento sostenido y que en 
períodos m ás largos de tiempo evidenciaron las debilidades del 
sistem a. E n tre  ellos, podríamos considerar las insuficiencias de 
las actividades productivas, la rápida pero exagerada posición
La deuda in te rn a  y ex te rn a  de Chile, 1820-1880 203
alcanzada por el sector financiero de carácter fuertem ente es­
peculativo, y los alcances acumulativos de las crisis periódicas 
que sacudieron a la  economía chilena desde mediados de siglo 
en adelante.
Las actividades productivas, caracterizadas principalm ente 
por la expansión del cobre, y la menos cuantificable de la plata, 
si bien pudieron sostener a la economía chilena durante  todo el 
período aquí estudiado, no estuvieron en condiciones de capita­
lizar o aum entar las inversiones en tecnología y por ello fueron 
quedando gradualm ente más supeditadas a la generosidad n a­
tu ra l de los m inerales de a lta  ley. Si a ello se agrega un im per­
ceptible, pero perm anente deterioro de los valores de intercam ­
bio, se com prenderá que la bonanza no podía ser duradera, a 
no ser que se cam biaran radicalm ente las formas de producción 
y capitalización como efectivamente ocurrió en la gran m inería 
de comienzos del siglo XX. Hacia 1870, el sistem a característico 
del siglo XIX estaba virtualm ente agotado (Cavieres 1988: es­
pecialm ente cap. V).
Por otra parte, el sistem a financiero que term inó de consoli­
darse desde 1860 en adelante, se convirtió en el gran espejismo 
de la época y en motivo central de las inconsistencias entre po­
líticas liberales y la acción concreta del Estado. Las sociedades 
anónim as y la banca multiplicaron aceleradam ente el dinero y 
especularon sin límite alguno. La "fiebre" de Caracoles derribó 
algunos castillos de arena, pero por otra parte el propio Estado 
se había ya acostumbrado a legislar en térm inos favorables a la 
banca a cambio de ciertos "préstamos" que le perm itieran no sólo 
m antener su nivel creciente de gastos (en algunos casos, como 
en educación, altam ente convenientes), sino tam bién el conjun­
to del sistem a. Obviamente, la política bancaria y m onetaria 
del período merece un análisis más particular y profundo, pero 
es im portante señalar acá su nivel de retroalim entación credi­
ticia: el Estado debe, los particulares deben; pero se construye 
y se invierte.
U na tercera situación tiene que ver con los ciclos económicos 
y las crisis periódicas de los años 1848-1849, 1859-1861 y 1873-
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1876, todas las cuales se originaron en la economía europea 
causando disturbios en las condiciones de los mercados exter­
nos y provocando la caída de las exportaciones, los déficit en el 
balance comercial, las parálisis de las actividades m ercantiles y 
el aum ento de las salidas ordinarias y de la fuga del dinero 
amonedado (oro y plata). Los efectos de la caída de 1848-1849 
fueron superados rápidam ente debido a un aum ento de las ex­
portaciones de metales preciosos y al surgim iento de nuevos 
mercados para el cobre y cereales chilenos. Comenzando en 
1859, ocurrió una nueva depresión que se observó en la dism i­
nución del comercio y particularm ente de las exportaciones, 
pero que presentándose como un sobresalto en una época de 
crecimiento general, tuvo nuevam ente una recuperación bas­
tan te  rápida dando inicio, por lo demás, a la época de mayor 
prosperidad anterior a 1880.
Pese a las experiencias de los años 1848-1849 y 1859-1861, 
no hubo rectificaciones económicas im portantes y todo el sis­
tem a siguió sosteniéndose sobre bases altam ente especulativas. 
Cuando en forma mucho m ás dram ática se hicieron sen tir los 
efectos de la crisis de 1873-1876, la economía chilena se encon­
traba  en una situación altam ente desfavorable y comenzaba a 
ver el futuro con una actitud diferente. Si por una parte exis­
tían  argum entos económicos que explicaban la paralización del 
comercio por la falta de moneda causada por la restricción del 
crédito bancario, "tanto para conservar en arcas el metálico ne­
cesario a la  conversión de sus billetes, como para poner un té r­
mino al agiotaje que había cundido como una epidemia desde el 
descubrim iento de Caracoles y de nuestras novísimas y curiosas 
invenciones de sociedades anónimas" (González 1889: 217), o 
por los efectos de las m alas cosechas de 1875, la disminución 
del valor de la p la ta  en un 20 a 25 % y "la necesidad de rem e­
sar fondos a Europa para el servicio de nuestra  deuda, que has­
ta  hace poco se hacía con los fondos que existían en Europa" 
(Concha y Toro 1876: 48), se daban igualm ente otros argum en­
tos que advertían problemas más estructurales de la economía:
La deuda in te rn a  y ex te rn a  de Chile, 1820-1880 205
... Chile no se empobrece porque la  p la ta  que produce salga de sus 
fronteras. Lo que puede empobrecerlo y traerle  crisis más o me­
nos dolorosas son las m alas cosechas o la m ala política, los tran s­
tornos económicos, los conflictos internacionales o perspectiva de 
guerras inútiles, las especulaciones erradas o aventuradas, el di­
nero locamente invertido, los gastos suntuarios privados y públi­
cos y el lujo que se propaga y cunde como una lepra en el seno de 
nuestra  naciente sociedad (González 1889: 233).
La crisis de 1873-1876 provocó una fuerte ru p tu ra  en el t r a ­
dicional optimismo de la clase dirigente chilena y, por algunos 
años, le hizo asum ir una actitud más crítica acerca de sus rea ­
lidades. Sin embargo, su comportamiento no varió en lo funda­
mental. Además, como junto a Argentina y Brasil siguió cum­
pliendo con sus obligaciones externas, m antuvo en alto su cré­
dito y la estimación de sus acreedores, estimación que se trad u ­
jo en nuevos em préstitos. A partir de 1880 y con los nuevos in­
gresos provenientes ahora desde el salitre, Chile entró a expe­
rim entar un nuevo ciclo económico que desde muchos ángulos 
requiere de un análisis diferente. En todo caso, de la época an ­
terior, quedarían dos herencias seculares: los comienzos de una 
inflación galopante y las bases para un endeudam iento fiscal, 
particularm ente externo, siempre creciente.
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Tabla 1: Resumen de la  deuda pública chilena (en pesos)
Período Deuda externa Deuda in terna Total
1822-1826 4.614.493
1827-1831 4.499.078 455.283 4.954.436
1832-1836 4.499.078 568.263 5.067.341
1837-1841 4.499.078 3.354.865 7.853.943
1842-1846 7.478.824 1.903.018 9.381.842
1847-1851 6.067.962 1.660.308 7.728.270
1852-1856 7.219.870 2.238.098 9.457.968
1857-1861 9.070.383 2.538.343 11.608.726
1862-1866 11.265.160 7.555.937 18.821.097
1867-1871 20.847.558 15.771.806 36.619.364
1872-1876 40.401.593 19.383.398 59.784.991
1877-1881 35.597.697 42.316.400 77.914.097
Deuda externa
1822: H ullet Herm anos y Cía. Desde 1827 no se pagaron in tereses ni ser­
vicios de amortización hasta  el acuerdo con los acreedores con la 
emisión del 9.6.1842 de dos empréstitos: uno al 3 % por los in tere­
ses diferidos en trece y medio años y otro al 6 % por el saldo del ca­
pital nominal primitivo. El servicio de los nuevos dividendos lo h i­
cieron los Sres. George y Jam es Brown y Cía. de Londres encarga­
dos de los em préstitos suspendiendo el pago el 28.9.1844.
1842: George y Jam es Brown y Cía. y Baring Herm anos y Cía. Capital 
nominal £ 934.000, intereses 6 %, amortización acum ulativa 1 %, 
dividendo anual servicio intereses y amortización £65.380.
1843: Baring H erm anos y Cía. de Londres. Capital nominal £ 756.500, in­
tereses 3 %, amortización 1 %, dividendo anual servicios £ 30.260.
1858: Baring Herm anos y Cía. Capital nominal £ 1.554.800, intereses 
4,5 %, amortización 1 %, dividendo anual servicios £ 85.514.
1865: Thomson Bonar y Cía. Capital nominal £ 450.000, intereses 6 %, 
amortización en dos parcialidades de £ 225.000 a marzo de 1867 y 
1868.
1866: J. S. M organ y Cía. Capital nominal £ 1.120.920, intereses 7 %, 
amortización 2 %, dividendo anual servicios £ 100.882.
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1867: J. S. M organ y Cía. Capital nominal £2.000.000, intereses 6% , 
amortización 2 %, dividendo anual servicios £ 160.000.
1870: J. S. M organ y Cía. Capital nominal £ 1.012.000, intereses 5 %, 
amortización 1 %, dividendo anual servicios £ 60.772.
1873: Banco Nacional de Chile, O riental Bank Corporation y City Bank 
Ltd. Capital nominal £ 2.276.500, intereses 5 %, amortización 2 %, 
dividendo anual servicios £ 159.355.
1875: Banco Nacional de Chile, Oriental Bank Corporation. Capital no­
m inal £ 1.133.000, intereses 5 %, amortización 2 %, dividendo 
anual servicios £ 84.310.
Deuda in terna
Desde 1827 censos redimidos; 1829: reforma m ilitar; 1837: deuda del 3 %; 
1851: deuda del 10 %; desde 1863 emisiones vales tesorería; 1863: bonos 
del ferrocarril de Santiago a Quillota (bonos Meiggs); 1865: deuda del 8 %; 
1867: bonos del ferrocarril de San Fernando a Curicó (bonos Garland); 
1870: préstam os del Banco Nacional; 1872: bonos del ferrocarril de Llay- 
Llay a San Felipe; 1873: bonos del ferrocarril de Santiago a San Fernan­
do; 1876: bonos de la calle de Blanco en Valparaíso; 1877: consolidación 
deuda flotante; 1878: préstam o de los bancos; 1879: emisión papel mo­
neda.
Fuente: Dirección General de Contabilidad, Chile (1901).
